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“Decimos que la esclavitud ha desaparecido de la civilización europea, 
pero esto no es cierto. La esclavitud todavía existe, pero ahora se aplica 
sólo a las mujeres y su nombre es la prostitución”. Víctor Hugo

UGT insta al Gobierno 
a desbloquear la Ley 

Integral contra la Trata de 
Personas y cumplir el Plan 

aprobado desde 2021
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En este día, que se conmemora el 22 de julio y fue instituido en 2014 por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, esta fecha nos 
recuerda la masacre ocurrida en Oslo y Utoya (Noruega) en 2011, donde 77 personas fueron asesinadas por un neonazi terrorista que actuó con 
motivación xenófoba y racista. Este Día Europeo de las Víctimas de Crímenes de Odio busca concienciar sobre el impacto humano de los delitos 
de odio y promover la lucha contra la intolerancia. 

De los datos del Ministerio de Interior, se desprende que en el año 2024 se identificaron un total de 256 víctimas de trata sexual y 246 de trata 
laboral, las dos finalidades de explotación de la trata con más víctimas. 10 de las víctimas eran menores de edad, el 97,2% de las víctimas de 
trata sexual y el 25,2% de las víctimas de trata laboral, eran mujeres. Por otra parte, la Memoria de la unidad de trata y extranjería de la fiscalía 
general del Estado, con datos del 2024, señala que en ese año se abrieron 150 diligencias por delitos de trata, 110 por trata sexual, 33 por trata 
laboral, cuatro por actividades delictivas, dos por matrimonios forzados y uno por servidumbre.

La Fiscalía destaca, en materia de trata sexual, que el traslado desde los clubs a pisos particulares y el aumento de la explotación a través de la 
red, hacen más difícil la detección y la acción policial y, que, en el caso de la explotación sexual en línea, víctima y consumidores de prostitución 
pueden estar incluso en distintos países. Por otra parte, el mayor volumen de las mujeres en la trata sexual y en otras modalidades de la trata, 
como los matrimonios forzados, hace imprescindible abordar la trata desde una perspectiva de género.

Por otra parte, sobre la trata laboral, la Fiscalía sigue apuntando al aumento de víctimas, mayoritariamente hombres y las dificultades para 
perseguir esta modalidad de la trata, que en cuanto a sectores en los que se produce la explotación, comprende el trabajo doméstico, la actividad 
agrícola y pecuaria, la hostelería y la restauración, limpieza, construcción y salones de masaje entre otros. La trata laboral, por tanto, ha ido 
extendiéndose a diferentes sectores de actividad, con víctimas en situación de extrema vulnerabilidad, particularmente en el caso de las personas 
extranjeras en situación administrativa irregular.

Por todo ello y con motivo de este Día Mundial, UGT reclama: 

En el día Mundial contra la trata de personas, UGT recuerda al gobierno el 
compromiso de tramitar la ley Integral contra la trata y la explotación de 
los seres humanos, paralizada desde hace un año, incluyendo en ella la 
tipificación del trabajo forzoso, la servidumbre y la esclavitud y la penalización 
de la demanda de actos, servicios o productos resultado de la explotación. 
Igualmente, urgimos al Gobierno a cumplir su promesa de presentar un texto 
normativo para abolir la prostitución. 

Que se tramiten tanto la ley integral contra la trata y la explotación de seres humanos, tipificando el trabajo forzoso, la servidumbre y la 
esclavitud, como la ley comprometida por el Gobierno para penalizar toda forma de proxenetismo, la demanda de prostitución y la tercería 
locativa, incluyendo la necesidad de abordar y penalizar a quienes promueven y consumen las formas de prostitución online.

Dada la realidad del trabajo doméstico como una de las actividades en que se encuentran situaciones de trata y explotación, y las 
especiales características de esta actividad, aunque se desarrolle en las condiciones legalmente establecidas, señalamos que debería 
valorarse la prohibición de emplear a personas menores de 18 años.

Recordamos igualmente que es preciso trasponer la Directiva 2024/1712 que modifica la Directiva 2011/36 sobre prevención y lucha 
contra la trata de seres humanos y la protección a las víctimas, incluyendo en nuestra legislación, entre las formas de explotación de la 
trata, la maternidad subrogada, así como la responsabilidad de las personas jurídicas y la garantía de asistencia y apoyo a las víctimas 
sea cual sea la forma de explotación.

Que tal como se señala en el Plan de acción nacional contra el trabajo forzoso: relaciones laborales obligatorias y otras actividades 
humanas forzadas, publicado en diciembre de 2021 y con una vigencia de tres años, debe procederse a su evaluación. Una evaluación 
en la que han de tener participación las organizaciones sindicales y empresariales más representativas. Urgimos, por tanto, al Gobierno 
a cumplir lo establecido en el Plan.



UGT pone el foco en las desigualdades que 
afronta la población trabajadora migrante 
en los extremos de la edad laboral
El sindicato alerta sobre las profundas desigualdades que afectan a jóvenes 
y mayores de nacionalidad extranjera: altas tasas de pobreza y un acceso 
limitado a pensiones
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Con motivo del Día Mundial de la Población, la Unión General de Trabajadoras y Trabajadores (UGT) ha elaborado un informe sobre la población 
extranjera trabajadora joven y la que continúa trabajando una vez superados los 65 años.  Un documento que aborda las similitudes y diferencias 
entre las personas jóvenes de nacionalidad extranjera que ingresan en el mercado de trabajo, y aquellas que permanecen en el mismo una vez 
superada la edad convencional de jubilación. 

Pero llaman especialmente la atención aquellas diferencias con la población de nacionalidad española. Distinciones que ponen de relieve la 
desigualdad que enfrentan las personas migrantes, tanto al inicio como al final de su vida laboral.

La tasa de pobreza laboral alcanza un 7,7% para los jóvenes varones españoles entre 16 y 29 años y un 8,6% para las mujeres. Porcentajes que, 
en el caso de la población extranjera, llegan al 17,8% para los hombres en el mismo intervalo de edad, y al 20,1% para las mujeres. El riesgo 
de pobreza o de exclusión social para los hombres españoles mayores de 65 años llega al 14,5% y al 17,2% en las mujeres. La tasa, en el caso 
de las mujeres mayores nacionales de terceros países, es más de cuatro veces superior y llega al 69%. En el caso de los hombres, alcanza 
un 66,5%. Tasas de pobreza que han de relacionarse con el bajo porcentaje de personas pensionadas en comparación a las de nacionalidad 
española y con el menor importe de sus pensiones medias.

Llegar a la edad de jubilación y acceder a una prestación es una realidad para el 93,1% de los hombres españoles mayores de 65 años y para 
el 53,7% de las mujeres españolas. Sin embargo, solo el 46,6% de los hombres extranjeros y el 36,6% de las mujeres extranjeras reciben una 
pensión. En esa tesitura, y a falta de otra renta o de red de apoyo familiar, continuar trabajando no es una opción, sino una necesidad.

Ver informe: ‘Población Migrante: Trabajar en los extremos de la edad laboral’

https://www.ugt.es/sites/default/files/poblacion_migrante_trabajar_extremos_edad_UGT2025.pdf
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UGT denuncia ante Europa la falta 
de protección a mujeres víctimas de 
prostitución en España
El secretario general de UGT, Pepe Álvarez, la vicesecretaria general de 
UGT, Lola Navarro, y la responsable Confederal del Área de Mujer, Medea 
Gracia, han anunciado hoy en rueda de prensa una reclamación colectiva 
contra España ante el Comité Europeo de Derechos Sociales (CEDS), al no 
garantizarse la protección de mujeres y niñas víctimas de prostitución o del 
riesgo de trata con fines de explotación sexual.

A través de esta reclamación colectiva, la Unión General de Trabajadoras y Trabajadores (UGT) considera que la legislación española vulnera, 
entre otros, los artículos 1.2 (derecho a un trabajo libremente elegido); 3 y 11 (protección de la seguridad y salud física y mental de las personas) 
y 26 (dignidad humana en la prestación de servicios) de la Carta Social Europea Revisada (CSER).

En consecuencia, el sindicato exige que la legislación española y sus políticas públicas sobre prostitución 
y trata con fines de explotación sexual se declaren disconformes con el sistema de derechos y garantías 
de la Carta Social Europea Revisada.

Durante su intervención en la rueda de prensa, Pepe Álvarez ha explicado que “después de un debate profundo y un importante trabajo jurídico, 
hemos decidido presentar esta demanda que refleja el compromiso abolicionista del sindicato, así como la defensa de los Derechos humanos, 
de la igualdad y de una sociedad libre de violencia y de explotación, en concreto hacia las mujeres”.

“Para nosotros esta no es una cuestión de oportunidad, es abrir una ventana para avanzar y terminar con una situación de explotación” porque 
“la prostitución no es un trabajo, es explotación y es violencia sexual, no hay libertad cuando no tienes alternativas” ha remarcado.

“Presentamos la reclamación para que España debe avanzar en el marco regulatorio de la abolición de la explotación y violencia sexual contra 
las mujeres, proteja a las mujeres y a las niñas víctimas de prostitución y de trata, desarrolle políticas sociales para que las mujeres víctimas 
tengan derechos” ha añadido. 

Ver video: UGT analiza la falta de protección a mujeres víctimas de prostitución en España.

https://www.youtube.com/live/2GGWcvaRd2M?feature=shared
https://www.youtube.com/live/2GGWcvaRd2M?feature=shared
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Campaña: “La prostitución no es un trabajo”

UGT exige que se introduzca la abolición 
de la demanda de prostitución

Además, la Responsable Confederal del Área de Mujer, Medea Gracia, ha presentado la campaña “La prostitución no es un trabajo”, cuyo 
objetivo es “visibilizar una realidad incómoda” e incidir en que “la prostitución no es una elección libre, ni un empleo, sino una forma extrema de 
violencia machista y no puede ser reconocida como una actividad laboral”.

“El 90% de las personas que están ejerciendo la prostitución, en su mayoría mujeres, son víctimas de trata o explotación sexual”, ha destacado, 
evidenciando que “la prostitución no es un trabajo, es un negocio para proxenetas y redes criminales”.

Ante el estado de grave deficiencia de protección para las mujeres 
y niñas víctimas de prostitución y del riesgo de trata con fines de 
explotación sexual, UGT pide al CEDS que admita la reclamación 
colectiva y adopte todas las medidas necesarias para promover que 
el Estado Español corrija esta violación de derechos sociales básicos.

Es necesario que España introduzca la abolición de la demanda de 
la prostitución y el desarrollo de políticas sociales efectivas para las 
mujeres víctimas, con el fin de lograr su reinserción laboral y social.

Por último, y debido a la enorme trascendencia de esta problemática, 
UGT pide una audiencia pública para toda Europa. De esta forma, 
aquellos Estados europeos que han asumido el modelo abolicionista 
podrán mostrar sus positivos resultados en lo referente a la protección 
de mujeres víctimas. 

Porque la prostitución no es trabajo sexual. Es un sistema de violencia 
contra mujeres y niñas, y una violación flagrante de la dignidad 
humana.

Documento completo: reclamación colectiva de UGT.

Informe de UGT:  La prostitución no es un trabajo.

Análisis comparativo sobre la situación de la 
prostitución en Europa.

Por su parte, la vicesecretaria general de UGT, Lola Navarro, ha manifestado que la demanda interpuesta por UGT “quiere forzar el debate entre 
el modelo que debe imponerse en Europa, que verdaderamente proteja a las personas, y específicamente a mujeres y niñas, y que reflexione 
para que “nuestros sistemas jurídicos y sociales se alineen con un derecho básico que se trate desde la perspectiva de los Derechos Humanos”.

“No podemos normalizar que el cuerpo de las mujeres sea un negocio lucrativo”, ha afirmado. En este sentido, ha criticado una legislación 
española “alegal, insuficiente y contradictoria” que carece de una Ley integral contra la prostitución o contra la trata con fines de explotación 
sexual. 

“España y Europa tienen la obligación de garantizar los Derechos Humanos Sociales de todas las mujeres y todas las niñas”, ha finalizado.

Abrir un debate profundo en Europa

https://www.ugt.es/sites/default/files/informes/20280731_UGT_RECLAMACION_COLECTIVA_PROSTITUCIO%CC%81N.pdf
https://www.ugt.es/sites/default/files/informes/250801_UGT_INFORME_PROSTITUCION_VM.pdf
https://www.ugt.es/sites/default/files/informes/250801_UGT_Prostitucion_Comparativa_europea.pdf
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El TSXG declara compatible el permiso 
acumulado de lactancia con la posterior 
solicitud de excedencia por cuidado de 
hijo menor
La sección primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo reconoce a 
una enfermera las 150 horas que le corresponden, en lugar de las 95 que le 
había concedido el Sergas

04/08/2025.- El Tribunal Superior de Xustiza de Galicia (TSXG) ha reconocido el derecho de una enfermera del Hospital Universitario Lucus 
Augusti a las 150 horas de permiso acumulado de lactancia que le corresponden, declarándolo compatible con la posterior solicitud de excedencia 
por cuidado de hijo menor. De esta forma, ha anulado la resolución del Servizo Galego de Saúde (Sergas) en la que le otorgó un total de 95 
horas, en lugar de 150.

La sección primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo explica en la sentencia que la cuestión que se debate se centra en determinar “si 
resulta procedente reducir ese número total de horas del permiso por lactancia acumulada -150- si no se prestaron la totalidad de los servicios 
debido a que antes de que el menor alcance el año de edad la persona trabajadora solicita la excedencia para cuidado de hijo menor”.

La Xunta, según indica en la resolución, entiende que “cabe aminorar las horas a las que se tiene derecho proporcionalmente al tiempo en que 
se dejaron de prestar los servicios”. Sin embargo, el TSXG asegura que “constituye una interpretación errónea establecer una conexión entre la 
prestación de servicios efectivos y la generación del permiso de lactancia, pues la naturaleza del mismo es la de conceder al funcionario, ante 
la existencia de un hijo menor lactante, el derecho a eximirse de prestar servicios efectivos durante una hora diaria o su disfrute en jornadas 
completas”. A lo que añade que “el permiso por lactancia se genera por la existencia de un hijo menor de doce meses y no, a diferencia de lo 
que pueda ocurrir con otros derechos, como las vacaciones, en razón proporcional al tiempo que efectivamente se haya trabajado en el año de 
referencia”.

“Partiendo de esa óptica constitucional, e incluso comunitaria, no cabe restringir ni condicionar el disfrute del permiso de lactancia, por lo que ha 
de reputarse contrario al derecho de conciliación de la vida laboral y familiar, y, correlativamente, a la protección de la familia y de la infancia, 
la decisión de aminorar a 95 las 150 horas del permiso acumulado de lactancia”, subrayan los magistrados, quienes entienden que procede 
declararlo compatible con la posterior solicitud de excedencia por cuidado de hijo menor. La sentencia no es firme, pues cabe presentar recurso 
de casación ante el Tribunal Supremo.

Ver sentencia

https://www.poderjudicial.es/stfls/TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA/TSJ Galicia/NOTAS DE PRENSA/NOTICIAS JUDICIALES/20250804 El TSXG declara compatible el permiso acumulado de lactancia con la posterior solic - Resol.pdf
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El Tribunal Supremo confirma que el 
complemento de brecha de género 

debe ser satisfecho a los varones en las 
mismas condiciones que a las mujeres

El Pleno de la Sala Social del Tribunal Supremo ha establecido en una Sentencia 
de unificación de doctrina que el complemento para la reducción de la 
brecha de género del artículo 60 de la Ley General de la Seguridad Social, en 
la redacción derivada del Real Decreto-Ley 3/2021, debe ser satisfecho a los 
varones en las mismas condiciones que a las mujeres.

El Supremo aplica a esta materia la doctrina 
establecida por el Tribunal de Justicia de la UE, en 
sentencia del pasado 15 de mayo, que consideró que 
dicho artículo 60 de la Ley, que establece requisitos 
adicionales a los hombres que hayan tenido uno o 
más hijos para ver reconocido el complemento de 
pensión, constituye una discriminación directa por 
razón de sexo. 

Tras el pronunciamiento del TJUE, la Sala concluye 
que el complemento para la reducción de la brecha 
de género del artículo 60 LGSS, en la redacción 
derivada del RDL 3/2021, contraviene la Directiva 
79/7/CEE del Consejo de 19 de diciembre de 1978 
relativa a la aplicación progresiva del principio 
de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en materia de Seguridad Social así como la 
jurisprudencia del TJUE que la aplica. Y añade que, 
“por tanto, debe ser satisfecho a los varones en las 
mismas condiciones que a las mujeres”. 

Ver sentencia

En el caso concreto resuelto, el Supremo desestima el recurso del Instituto Nacional de la Seguridad Social contra la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia del País Vasco, de 13 de septiembre de 2022, que reconoció el complemento de pensión del artículo 60 de la Ley a un varón 
con tres hijos a quien la entidad gestora se lo denegó en octubre de 2021, por no cumplir los requisitos adicionales fijados para los hombres 
relativos a la interrupción de la carrera profesional (en el caso de los dos primeros hijos), y por no haberse producido diferencia de más del 15 por 
ciento en bases de cotización entre dos años del nacimiento del tercer dijo y dos años después. 

La anterior regulación del artículo 60 de la Ley General de la Seguridad Social, que reconocía el complemento de pensión a las mujeres con 
hijos “por aportación demográfica”, también fue declarado por el TJUE, en sentencia de diciembre de 2019, incompatible con el derecho de la 
Unión Europea por ser discriminatorio con los hombres en similar situación. Desde la fecha del pronunciamiento del TJUE, la Sala de lo Social ha 
dictado numerosas sentencias que parten de que ese complemento de maternidad por aportación demográfica puede ser obtenido por mujeres 
u hombres que cumpliesen los requisitos de tener hijos y ser beneficiarios de pensiones.

https://www.poderjudicial.es/search/openDocument/ed6ca2a0ab773eb3a0a8778d75e36f0d
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Las médicas copan el 80% de reducciones 
de jornada por cuidado de hijos
Las facultativas sufren más contratos temporales, menor promoción y mayor 
carga mental

La desigualdad de género sigue marcando el desarrollo profesional de las médicas en España. Según el informe ‘La Formación Médica 
Especializada en España. Retos presentes y futuros’, coordinado por la Vocalía de Médicos Jóvenes del Consejo General de Colegios 
Oficiales de Médicos (Cgcom), el 80 por ciento de las reducciones de jornada por cuidado de hijos son asumidas por mujeres. Esta 
situación, sumada a la precariedad laboral en etapas clave como la maternidad, repercute en su acceso a puestos de responsabilidad, donde 
apenas alcanzan el 20 por ciento de las posiciones directivas en el ámbito sanitario.

La encuesta recogida en el informe, realizada entre 
octubre de 2021 y enero de 2022 a cerca de 5.000 
colegiados, revela que el 50 por ciento de las médicas 
que solicitan una reducción de jornada consideran 
que esta decisión ha tenido un impacto negativo en 
su desarrollo profesional y capacidad económica. 
El peso de la conciliación sigue recayendo de forma 
abrumadora en ellas, lo que limita su proyección y 
acceso a oportunidades en igualdad de condiciones.

El problema se agrava entre las menores de 35 
años, donde casi el 60 por ciento tiene contratos 
eventuales. En esa franja de edad, las mujeres 
duplican a los hombres en número de contratos 
de interinidad o temporales, coincidiendo con los 
periodos de embarazo y crianza.

Pese a ser mayoría en las plantillas médicas, las mujeres apenas ocupan el 20 por ciento de los puestos de dirección en el sistema sanitario. 
La situación se reproduce en el entorno académico: solo un 10 por ciento de las catedráticas con plaza vinculada asistencial son mujeres, y su 
representación entre decanatos y direcciones de departamento se mantiene entre el 25 y el 35 por ciento, según el estudio WoMEDS publicado 
por FACME en 2022.

Además, se ha detectado que las mujeres dirigen menos tesis doctorales (38 por ciento) y están menos presentes en las figuras estables del 
profesorado universitario, mientras que predominan en puestos docentes temporales como el profesorado asociado.

La conciliación penaliza la 
carrera profesional de las 
médicas

Brecha en el liderazgo sanitario y académico

El informe también alerta del impacto emocional que esta desigualdad produce. La sobrecarga derivada de la doble jornada, profesional y 
familiar, tiene un efecto especialmente intenso en las médicas jóvenes. La maternidad se identifica como un factor determinante en la brecha 
salarial, que puede superar el 27 por ciento, y en la ralentización de sus trayectorias profesionales. Las médicas sin hijos, en cambio, mantienen 
una progresión económica similar a la de sus compañeros varones.

Discriminación y carga emocional desproporcionada

https://www.redaccionmedica.com/secciones/sanidad-hoy/la-brecha-salarial-de-genero-solo-cae-un-6-en-cinco-anos-en-la-sanidad-8532
https://www.redaccionmedica.com/tags/organizacion-medica-colegial-omc
https://www.redaccionmedica.com/secciones/medicina/una-medica-de-la-publica-me-planteo-irme-a-la-privada-para-conciliar--4773
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Ante esta realidad, el informe recoge propuestas concretas para avanzar en igualdad: contratación anónima, promoción activa de mentoras, 
equilibrio en tribunales y eventos científicos, así como medidas de conciliación reales como horarios flexibles, teletrabajo o guarderías en los 
centros sanitarios.

Desde el Observatorio de Género y Profesión del Cgcom se trabaja para identificar los factores estructurales que condicionan la discriminación, 
promover formación con perspectiva de género y asegurar la representación efectiva de las médicas en los espacios de toma de decisiones.

Medidas propuestas por el Cgcom

FUENTE: Redacción médica.

Además, entre el 70 y el 77 por ciento de las médicas consultadas afirman haber sufrido discriminación de género, y un elevado porcentaje 
reconoce haber recibido acoso, principalmente verbal. Estos comportamientos se perpetúan desde la etapa universitaria, donde las estudiantes 
mujeres intervienen menos y reciben presentaciones menos formales en congresos científicos, perpetuando estereotipos desde la base.

TS. Registro de planes de igualdad: la 
autoridad laboral no puede efectuar un 
control de legalidad previo a su depósito
Planes de igualdad. Registro administrativo. Denegación por la autoridad 
laboral por no ajustarse la composición de la comisión negociadora al RD 
901/2020 y por no incluir determinados contenidos mínimos como la auditoría 
retributiva.

El legislador ha optado por que los planes de igualdad se registren 
con arreglo a la misma normativa y procedimiento aplicable a los 
convenios colectivos y ante el mismo órgano administrativo, ya que no 
parece posible negar que un plan de igualdad pactado colectivamente 
es un producto de la negociación colectiva, como lo son los convenios 
colectivos. En ese contexto, no es admisible el concepto de aprobación 
u homologación del producto de la negociación colectiva, puesto que 
la fuerza normativa del convenio, como vino a destacar la doctrina 
iuslaboralista inmediatamente posterior a la Constitución y al ET, no 
deriva de ningún acto administrativo aprobatorio, sino de la propia 
potestad normativa de los interlocutores sociales, de su capacidad de 
regular de forma pactada sus intereses colectivos. El órgano registral 
puede y debe realizar un control formal para comprobar que lo que 
es objeto de registro se acomoda a lo que puede registrarse. Debe 
controlar además que se presenta por el sujeto legitimado para hacerlo 
y con las firmas, el formato y la documentación complementaria que 
exige la norma, requiriendo en otro caso la subsanación dentro del 
plazo legal previsto (puesto que en otro caso debe entenderse 
admitido el registro por silencio administrativo positivo). Pero lo que no 
puede hacer es convertir el acto de inscripción registral en un control 

https://www.redaccionmedica.com/tags/igualdad-de-genero
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pleno de legalidad, porque en tal caso estaría resucitando, bajo otro 
nombre, el control de legalidad que contenían las Leyes de 24 de abril 
de 1958 y 38/1973, de 19 de diciembre de 1973. Por el contrario, el 
control de legalidad está reservado a los tribunales y puede ser instado 
por cualquier parte legitimada (incluida la autoridad laboral) y el mismo 
versa sobre dos aspectos: a) Sobre el contenido de lo pactado y b) 
Sobre la legitimación de los interlocutores que pactan, la correcta 
constitución de la comisión negociadora y el procedimiento seguido 
para alcanzar el acuerdo. El control de legalidad de ambos aspectos 
está sujeto a una reserva de jurisdicción y no puede quedar atribuido 
a la Administración. Por tanto, el acto de tramitación del registro de los 
planes de igualdad (al igual que ocurre con los convenios colectivos) 
no puede reinterpretarse como un control de legalidad ejercitado 
plenamente por la Administración. En el caso analizado, tenemos un 
plan de igualdad negociado y pactado con una comisión negociadora 
formada por dos miembros de cada uno de los sindicatos con 
representación en la empresa (USO, UGT, CCOO y ELA) y con un peso 
en votos proporcional a su representación, por lo que la Administración 
no puede asumir constitucionalmente funciones de control de la 
legalidad, más allá de que se le pueda reconocer legitimación activa 
para impugnar el plan de igualdad ante los tribunales competentes. En 
el caso de los planes de igualdad negociados y pactados, su naturaleza 
de convenio colectivo y su sumisión a los mismos trámites de registro 
del título III del ET lleva a que se entiendan incluidos en el ámbito 

de aplicación del artículo 163 de la LRJS. En cuanto al otro elemento 
objeto del control de la autoridad registrante en este caso, que es la 
obligación de incluir en el plan de igualdad una auditoría retributiva, 
existe una controversia jurídica sobre la legislación aplicable al plan 
de igualdad pactado y si ratione temporis es exigible o no la inclusión 
como contenido preceptivo de la auditoría salarial, es decir, una 
cuestión de legalidad de lo pactado (por su eventual insuficiencia en 
relación con el contenido prescrito por la norma) que excede de lo 
meramente formal y por el contrario es parte del control de legalidad. 
No se trata de que necesariamente la Administración deba acceder 
pasivamente al registro de todo plan de igualdad que le sea presentado 
al registro y que venga pactado por quienes tienen prima facie una 
apariencia de negociadores colectivos, puesto que nada le impide el 
análisis de este para obtener conclusiones sobre su conformidad a 
Derecho y actuar en consecuencia. Pero el resultado de tal análisis, 
cuando sea negativo, habría de seguir las mismas pautas aplicables a 
los convenios colectivos, a cuyas normas y procedimientos de registro 
se ha remitido la legislación sobre planes de igualdad, esto es, no 
podrá por sí misma la Administración declarar su ilicitud y denegar 
el registro, sino que, en todo caso, deberá acudir al proceso judicial 
de impugnación del acuerdo colectivo. (Vid. STSJ de Madrid, Sala de 
lo Social, de 27 de febrero de 2023, rec. núm. 851/2022, casada y 
anulada por esta sentencia).

STS, Sala de lo Social, de 27 de mayo de 2025, rec. núm. 111/2023.

Violencia intragénero
Dentro de la violencia de género no podemos olvidar la violencia “intragénero” 
de la que se habla muy poco y que se produce en parejas del mismo sexo.

Este tipo de violencia es uno de los principales motivos de consulta en la línea Arcoíris 028, en concreto, el segundo motivo con un 12,8% de 
llamadas y únicamente por detrás de la búsqueda de apoyo psicológico.  

Según José Vela, responsable del programa de orientación de COGAM (Colectivo LGTB+ de Madrid que trabaja por la igualdad de las personas 
LGTB+),” se trata de una especie de reflejo de la violencia de género y que se da de manera unidireccional desde la posición que tradicionalmente 
encontramos en los roles masculinos”.  

Además de la violencia física, psicológica y emocional, la vicaria y la económica, también la presencia de VIH que supone un factor más que 
contribuye a la coacción, la posición o el movimiento hacia la subordinación de otra persona, opina José Vela.

Para el colectivo LGTB es aún más difícil manifestar que se es víctima de este tipo de violencia, sobre todo, en el trabajo donde la orientación 
sexual pertenece al ámbito privado.

En esta línea, el último informe Estado del Odio: Estado LGTBI+ 2025 elaborado por la Federación Estatal LGTBI+ (FELGTBI+) precisa que, en 
España, un 11,1% del total de la población mayor de 18 años es LGTBI+. Es decir, alrededor de cinco millones de personas. También recoge 

https://www.laboral-social.com/sites/laboral-social.com/files/111-2023.pdf
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que son ámbitos como el del empleo o el acceso a servicios como la vivienda  en los que mayores porcentajes de agresiones han registrado.

Isaac Guijarro, abogado del despacho Olympy Abogados, nos explica que no hay una regulación específica para la violencia intragénero, como 
sí la hay para la violencia de género ejercida por parte del hombre sobre la mujer:

“Se castiga como si, por ejemplo, un padre pegase a un hijo o un hijo pegase a un hermano”, apunta Guijarro, que esgrime que “se entiende como 
violencia doméstica”. Por lo tanto, “no hay ninguna diferenciación entre esa violencia entre familiares y una violencia entre personas del mismo 
sexo que sean pareja”. Al menos, ante la justicia.

Por otro lado, la asistencia jurídica en la violencia intragénero solo es gratuita si la persona no supera los umbrales de renta que establece la ley. 
Sin embargo, en los casos de violencia de género, la asistencia jurídica es gratuita independientemente de los ingresos de la víctima.

Para Guijarro, “en los juzgado tratan la violencia intragénero como trataban a la violencia de género hace 20 años”. “Nosotros hemos ido a 
declaraciones en las que la jueza le ha dicho a los clientes ‘¿esto no lo podéis solucionar en casa? Cosa que a día de hoy yo creo que a nadie 
se le ocurriría decir a una víctima de violencia de género”, concluye.

Cuando se tramitó la ley para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, se 
pretendía incluir reflejada la violencia intragénero.

Cuando se hizo la propuesta de mejora de la Ley, el PSOE pidió modificar el concepto y considerar la violencia intragénero como violencia en el 
ámbito familiar. Y, a pesar de que, posteriormente se ha solicitado la modificación por parte de diversos grupos, no se ha realizado.

En 2018, la Confederación LGTB Española llegó a contabilizar desde 2008, al menos 15 crímenes de violencia intragénero, informó El País. El 
primero del que hay constancia sucedió el 14 de abril de 2009, en Almería. Y es precisamente ese el motivo por el que reclaman que ese sea el 
Día Nacional contra la Violencia Intragénero.

Ver artículo de Aitana Villegas (Redactora de LIFR en el HuffPost).

https://www.huffingtonpost.es/life/violencia-intragenero-maltrato-seno-parejas-lgtbiq-todavia-pasa-desapercibido.html
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MUJERES VÍCTIMAS MORTALES

• 1.318 muertes desde el 1 de enero de 2003 hasta el día de hoy. 

• 2025: 24 (De 1 de enero hasta el día de hoy).

Más información                     

MENORES VÍCTIMAS MORTALES

• 65 asesinatos desde el 1 de enero de 2013 hasta el día de hoy.

• 2025: 3 (De 1 de enero hasta el día de hoy).

Más información

HUÉRFANOS

• 485 huérfanos desde el 1 de enero de 2013 hasta el día de hoy.

• 2025: 16 (Desde el 1 de enero hasta el día de hoy). 

Más información                      

 DENUNCIAS RECIBIDAS

• 2. 499.729 denuncias desde el 1 de enero de 2009 hasta el 31 de marzo de 2025.

• 2025: 47.865 (De 1 de enero al 31 de marzo)

Más información

ÓRDENES DE PROTECCIÓN INCOADAS

• 614.159 órdenes de protección desde el 1 de enero de 2009 hasta el 31 de marzo de 2025

• 2025: 9.403 (del 1 de enero a 31 de marzo).

Más información

LLAMADAS PERTINENTES AL 016

• 1.412.423 llamadas al 016 desde el 3 de septiembre de 2007 hasta el 31 de julio de 2025.

• 2025: 60.908 llamadas (de 1 de enero a 31 de julio).

Más información

VICTIMIZACIONES DE MUJERES POR AGRESIONES SEXUALES*

•  108.474 victimizaciones del año 1 de enero de 2010 hasta el 31 de diciembre de 2023

• 2023: 15.409.

Más información 

(*) Datos relativos a las agresiones sexuales definidas de acuerdo a la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de 
la libertad sexual. Se ha actualizado la serie histórica conforme a la definición establecida en dicha Ley.

FUENTE: Datos publicados (a fecha de elaboración de la revista-1-09-2025) del Mº de Igualdad (Delegación del Gobierno contra 
la Violencia de Género).    
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Datos de la violencia sobre las mujeres en España

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/VMortales_2925_09_01.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/VMortalesmenores_2025_06_25.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/VMortales_2925_09_01.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/BEM_Julio_2025.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/wp-content/uploads/BEM_Julio_2025.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaencifras/boletines/mensuales/
https://estadisticasdecriminalidad.ses.mir.es/

